
RADICADO 2008-01220-01 

EJECUTIVO SINGULAR 

 

g. 

 

 

JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE FLORIDABLANCA 
Carrera 10 No. 4-48  Celular: 318-6469622 

 
 
 

TRASLADO RECURSO DE REPOSICIÓN  
 

 
 

Del escrito de reposición visible a folio 44 a 48 del cuaderno principal, presentado en término 

por el apoderado judicial de la parte demandante, se le corre traslado a la parte demandada 

por el término de tres (03) días, que empieza a correr a las 08:00 a. m. del día 15 de 

Diciembre de 2020 y vence a las 4:00 p.m. del día 18 de Diciembre de 2020, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 319 del C.G.P., en armonía con el artículo 110 de la misma 

codificación. 

 
Se fija en lista de traslados, hoy catorce (14) de Diciembre de dos mil veinte (2020) 
 
 
 
 
 

 
 
 

 
 
 

 
  
 

 



DR. JUAN MANUEL HERNANDEZ CASTRO 
ABOGADO ESPECIALIZADO EN DERECHO COMERCIAL 

Transversal oriental No. 90 – 102 C. E. Cacique of. 905 
TEL: 6470469 - 6471120 

Bucaramanga 

 

 

Señor 
JUEZ PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE FLORIDABLANCA 

E.  S.  D. 
 

REFERENCIA: PROCESO DE EJECUTIVO SINGULAR DE ITAÚ 
CORPBANCA COLOMBIA S.A. CONTRA ALEXANDRA BERNAL GARAY.  
 

RAD. 2008/1220. 
 
 

JUAN MANUEL HERNÁNDEZ CASTRO, mayor de edad identificado con 
la cédula de ciudadanía número 91.293.574 de Bucaramanga, portador 

de la tarjeta profesional número 90.106 del Consejo Superior de la 
Judicatura, en mi calidad de apoderado de la entidad demandante dentro 
del proceso en referencia, me permito solicitar al Despacho que 

interpongo RECURSO DE REPOSICIÓN y en SUBSIDIO RECURSO DE 
APELACION, contra el auto de fecha diecinueve (19) de octubre de 2020, 

notificado en estados el veinte (20) del mismo mes y año, por medio del 
cual resuelve: “DECLARAR TERMINADO EL PRESENTE PROCESO POR 
DESISTIMIENTO TÁCITO”, por consiguiente, ORDENA LEVANTAR las 

medidas cautelares decretadas y practicadas con ocasión de la presente 
ejecución, auto que no se encuentra ajustado a las actuaciones 
adelantadas en el proceso, ni a los pronunciamientos emitidos por el 

Tribunal Superior de Bucaramanga Sala Civil Familia, el cual,  sustento 
en los siguientes términos: 

 
 
Con el proceso Ejecutivo se busca el pago total de la obligación, debiendo 

sumarse a ello las costas procesales, y si quien ejecutó la obligación no 
cuenta con bienes embargados dentro del proceso, con los cuales pueda 
hacer efectivo el pago de la misma, solo le queda a la parte demandante 

satisfacer las etapas procesales del cuaderno principal. 
 

 
Por lo cual, su Señoría, el suscrito ha sido diligente al agotar cada una de 
las etapas procesales, notificando oportunamente a la demandada del 

mandamiento de pago (auto de fecha veintidós (22) de enero de 2009), no 
está de más referir que cuando se decretaron las primeras medidas 

cautelares en auto de fecha doce (12) de noviembre de 2013, sobre este, 
se solicitó la corrección del nombre de la demandada por cuanto refería 
otro nombre que no correspondía, actuación que efectivamente fue 

realizada por el Despacho, pero los mencionados oficios de embargo 
nunca fueron corregidos ni entregados. 
 

 
Por tal razón, nuevamente se solicitó el decreto de las medidas cautelares 

en memorial radicado el veinticuatro (24) de agosto de 2017, medidas que 
no fueron decretadas hasta tanto no se aportara prueba de la efectividad 
de las medidas anteriores, que como se ha antedicho, los oficios de 



DR. JUAN MANUEL HERNANDEZ CASTRO 
ABOGADO ESPECIALIZADO EN DERECHO COMERCIAL 

Transversal oriental No. 90 – 102 C. E. Cacique of. 905 
TEL: 6470469 - 6471120 

Bucaramanga 

 

 

medidas cautelares nunca fueron corregidos o entregados, por lo tanto, 
no pudieron ser radicados. 

 
 

No obstante, de manera acuciosa fue presentada por parte del suscrito la 
respectiva liquidación de crédito el cuatro (04) de abril de 2016, la cual 
fue aprobada por el Despacho hasta el veinticuatro (24) de octubre de 

2017.   
 
 

De conformidad a lo anterior, su Señoría no sería viable dar aplicación a 
la figura del desistimiento tácito, el cual se instituyó como una sanción 

para la parte negligente, toda vez que dentro del presente proceso se 
surtieron todas las etapas procesales, y correspondía al despacho la 
respectiva elaboración y corrección de los oficios de medida cautelares, 

los cuales fueron solicitados en varias oportunidades, así mismo no se 
puede premiar a la parte demandada quien es a la que  le correspondía 

horrar la obligación y efectuar el pago, tal y como fue ordenado por el 
despacho. 
 

 
Fundamento mi inconformidad en lo siguiente:  
 

 
Tenga en cuenta su Señoría, que no se trata de presentar memoriales por 

presentar y sin fundamento alguno sólo para evitar el Desistimiento 
Tácito, lo cual genera un mayor costo para la administración de Justicia. 
 

 
Debemos observar que frente al Desistimiento Tácito el Tribunal Superior 
de Bucaramanga, se ha pronunciado, sentando precedente, 

puntualizando que los procesos que cuentan con todas las etapas 
procesales y que están a la espera de que existan bienes por embargar, 

no tienen lugar al decreto del desistimiento tácito, puesto que no se les 
puede exigir a las partes que presenten escritos desgastando el aparato 
judicial, con el único fin de evitar el desistimiento tácito. Me permito traer 

a colación lo manifestado por el Tribunal Superior de Bucaramanga – Sala 
Civil Familia – así: 

 
- Sentencia de Tutela de Segunda Instancia de fecha 26 de octubre 

de 2016,  M.P Dr. RAMON ALBERTO FIGUEROA ACOSTA. 

 
“Sin embargo, del mismo surge un interrogante y es el consistente en si 

debe o no aplicarse    esta figura en aquellos eventos en los cuales el 
ejecutante haya realizado todas las actuaciones procesales encontrándose 
el mismo a la espera de que aparezcan nuevos bienes en cabeza del 
demandado que permitan satisfacer la obligación ejecutada. 
Anterior interrogante que ha sido resuelto por esta corporación en varias 
providencias, entre las cuales se encuentra la emitida el día (07) de mayo 
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de 2015, por el M.P. Dr. ANTONIO BOHORQUEZ ORDUZ, en la cual se indicó 
lo siguiente: 
 

“De manera que en situaciones como la expuesta en este caso, en  que el 
ejecutante asegura que, aun cuando ha propendido por encontrar propiedades del 
ejecutado, ha sido imposible aprehender o pedir el embargo de otros bienes de 
aquel, ora porque los desconoce, ora porque el demandado se ha puesto en 
insolvencia y los ha ocultado”, pedir al demandado que actué es pedirle que 
realice gestiones inútiles ante el juzgado, que al Estado le resultan altamente 
costosas y sin que haya beneficio para nadie en modo alguno, máxime cuando, se 
itera, ya surtió la diligencia de remate, fue aprobado, se actualizo el crédito y se 
continuo por el saldo insoluto de la obligación.” (Subrayas fuera del texto). 
Posición que de igual manera fue acogida por este despacho en proveído de fecha 
22 de enero de los corrientes, señalando: 
 
“Así las cosas, y bajo el anterior precedente horizontal, fuerza a este despacho el 
concluir que el presente caso no existe razón ni justificación alguna para sancionar 
la conducta del ejecutante, esto, pues se insiste, no se puede obligar al 
demandante a presentar solicitudes con la única finalidad de evitar se configuren 
los presupuestos del desistimiento tácito, máxime, cuando nos encontramos ante 
un proceso en el que la continuación de las etapas procesales están condicionadas 
al embargo de nuevos bienes del ejecutado, quien según indica el ejecutante ha 
“ocultado” los mismos.”    
 
 

Por otra parte, es claro que la figura del Desistimiento Tácito conforme al 
artículo 317 del C.G. del P., en su numeral 2°, literales b y c, procede a 

petición de parte o de oficio cuando reúnan los requisitos para decretarlo, 
si cuenta con sentencia o auto que ordene seguir adelante la ejecución 
requiere que el expediente permanezca inactivo por más de dos años y 

cualquier actuación de oficio o a petición de parte, de cualquier 
naturaleza interrumpe los términos previstos en este artículo. No 
obstante, en el presente proceso, no es posible aplicación de esta figura, 

pues la naturaleza de esta es la de sancionar a la parte que inicia un 
proceso y luego lo abandona encontrándose pendiente cumplir con una 

carga procesal para poder continuar con el trámite del proceso conforme 
al concepto de la Corte Constitucional, Sentencia C-868/10: 
 

“DESISTIMIENTO TÁCITO-Concepto. Es la consecuencia jurídica 
que ha de seguirse, si la parte que promovió un trámite debe 

cumplir con una carga procesal -de la cual depende la 
continuación del proceso- y no la cumple en un determinado 
lapso. Así ocurre, por ejemplo, y de acuerdo con la propia Ley, 

cuando la actividad se torna indispensable para continuar el trámite 
de la demanda, de la denuncia del pleito, del llamamiento en 
garantía del incidente, o de cualquiera otra actuación promovida a 
instancia de parte, y no se realiza” (negrilla y subrayado propio).  

 

 
Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto, lo ordenado por el 

artículo 317 del Código General del Proceso, el concepto de la Corte 
Constitucional y los pronunciamientos del Tribunal Superior de 
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Bucaramanga, no es procedente terminar el presente asunto por la 
figura de desistimiento tácito, cuando solo se encuentra pendiente 

la existencia de bienes muebles o inmuebles del demandado o 
cualquier otro bien que pueda ser objeto de medida cautelar. 

 
Tomando en consideración lo argumentado, queda claro su Señoría que 
la parte activa del proceso, ha agotado los trámites procesales tendientes 

a recuperar los montos adeudados sin que a la fecha se haya logrado, 
pero esto, no por negligencia de la parte actora ya que conforme a los 
antecedentes aquí descritos mi poderdante ha sido diligente en su actuar 

y, por lo tanto, de manera respetuosa nuevamente solicito a su señoría se 
REVOQUE el auto recurrido. 

 
 
 

Del señor Juez,  

 

 

JUAN MANUEL HERNÁNDEZ CASTRO 

C.C. No. 91.293.574 de Bucaramanga 
T.P. No. 90.106 del C.S de la Judicatura.  
BYBR. BANK-03. 



RADICADO 2013-00309-00 

EJECUTIVO MIXTO 

 

g. 

 

 

JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE FLORIDABLANCA 
Carrera 10 No. 4-48  Celular: 318-6469622 

 
 
 

TRASLADO RECURSO DE REPOSICIÓN  
 

 
 

Del escrito de reposición visible a folio 52 a 54 del cuaderno principal, presentado en término 

por la apoderada judicial de la parte demandante, se le corre traslado a la parte demandada 

por el término de tres (03) días, que empieza a correr a las 08:00 a. m. del día 15 de 

Diciembre de 2020 y vence a las 4:00 p.m. del día 18 de Diciembre de 2020, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 319 del C.G.P., en armonía con el artículo 110 de la misma 

codificación. 

 
Se fija en lista de traslados, hoy catorce (14) de Diciembre de dos mil veinte (2020) 
 
 
 
 
 

 
 
 

 
 
 

 
  
 

 







RADICADO 2017-00296-00 

EJECUTIVO PARA LA EFECTIVIDAD DE LA GARANTÍA REAL - HIPOTECA 

 

g. 

 

 

JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE FLORIDABLANCA 
Carrera 10 No. 4-48  Celular: 318-6469622 

 
 
 

TRASLADO RECURSO DE REPOSICIÓN  
 

 
 

Del escrito de reposición visible a folio 289 a 294 del cuaderno principal, presentado en término 

por el apoderado judicial de la parte demandada, se le corre traslado a la parte demandante 

por el término de tres (03) días, que empieza a correr a las 08:00 a. m. del día 15 de 

Diciembre de 2020 y vence a las 4:00 p.m. del día 18 de Diciembre de 2020, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 319 del C.G.P., en armonía con el artículo 110 de la misma 

codificación. 

 
Se fija en lista de traslados, hoy catorce (14) de Diciembre de dos mil veinte (2020) 
 
 
 
 
 

 
 
 

 
 
 

 
  
 

 



Señor 
JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE FLORIDABLANCA 
E.   S.   D. 
 
Demandante FELLY RAMIREZ DE FLOREZ 
Demandado ANA DELFORA ORTEGA CAICEDO 
Demandado DAVID RINCON OCHOA 
Radicado  68276400300120170029600 

 
 
Ref: RECURSO DE REPOSICION Y EN SUBSIDIO EL DE APELACION. 
Y SOLICITUD DE CORRER TRASLADO DE AVALUO COMERCIAL.  
 
EDGAR FELIPE JAIMES RODRIGUEZ, Persona mayor de edad, con 

domicilio en la ciudad de Bucaramanga identificado como aparece al pie 
de mi correspondiente firma actuando en mi calidad de apoderado judicial 
del señor DAVID RINCON OCHOA por medio del presente escrito me 
dirijo a usted señor juez muy respetuosamente con el fin de interponer 
RECURSO DE REPOSICION en contra del auto de fecha nueve (09) de 
octubre de dos mil veinte (2020), publicado por estados No. 105 del día 13 
de octubre de 2020 por medio del cual el despacho NIEGA LAS COPIAS 
SOLICITADAS, a folios 257, 260 y 263 del cuaderno principal, en los 
siguientes términos:  
 
 

ANTECEDENTES 
 
El despacho de su señoría despacha desfavorablemente la solicitud 
elevada por este extremo de la relación procesal  donde se le solicita la 
entrega de las copias del expediente asi:  
 
“1.- En atención a la constancia secretarial que antecede y vista las 
solicitudes elevadas por el abogado EDGAR FELIPE JAIMES 
RODRÍGUEZ, visible a folios 257, 260 y 263 del cuaderno principal, el 
despacho las niega, si en cuenta se tiene que el Decreto 806 de 2020 no 
establece la gratuidad para la digitalización de los expedientes, aunado a 
que el Acuerdo PCSJA18-11176 de 2018, señala en su artículo 2 lo 
siguiente: “ARTÍCULO 2. Actualización de tarifas. Actualizar los valores del 
arancel judicial así: (…) 8. De la digitalización de documentos: Doscientos 
cincuenta pesos ($250) por página, donde se cuente con las herramientas 
para ofrecer el servicio.” 
 
 
 
 

SUSTENTACION DEL RECURSO DE REPOSICION  



 

Mediante los Acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, PCSJA20-
11519, PCSJA20-11521, PCSJA20-11526, PCSJA20-11527, PCSJA20-
11529, PCSJA20-11532, PCSJA20­ 11546, PCSJA20-11549 y PCSJA20-
11556  el Consejo Superior de la Judicatura, en los mencionados acuerdos 
ha establecido diferentes medidas que pretenden privilegiar ,la utilización 
de medios virtuales para la prestación del servicio de justicia, como: 
 
Que los servidores judiciales trabajaran preferencial mente desde sus 
casas mediante el uso de las tecnologías de la información y las 
comunicaciones, salvo que, de manera excepcional, para cumplir con las 
funciones o prestación del servicio, fuera necesario el desplazamiento o la 
atención presencial en las sedes judiciales o administrativas. 
 
Que en la recepción, gestión, trámite, decisión y de las actuaciones 
judiciales y administrativas, si corresponde, se privilegiará el uso de las 
tecnologías de la información y las comunicaciones, de preferencia 
institucionales, en concordancia con lo previsto en el artículo 3 del Decreto 
491 de 2020. 
 

Que los jueces utilizarán preferencialmente los 
medios tecnológicos para todas las actuaciones, 
comunicaciones, notificaciones, audiencias y 
diligencias, y permitirán a las partes, abogados, 
terceros e intervinientes actuar en los procesos 
mediante los medios tecnológicos disponibles, 
evitando exigir y cumplir formalidades físicas 
innecesarias. 
 
Que los memoriales y demás comunicaciones podrán ser enviados o 
recibidos por correo electrónico evitando presentaciones o autenticaciones 
personales o adicionales de algún tipo . 
 
 
El auto que  NIEGA LAS COPIAS SOLICITADAS, a folios 257, 260 y 263, 
transgrede la finalidad para lo cual fueron expedidos los acuerdos en 
mención ya que exigir el pago de arancel judicial sobre las copias 
electrónicas entorpece e impide la intervención en el proceso por parte 
demandado, en ejercicio del derecho de defesa y el debido proceso,   
máxime que no hay acceso al público al expediente, transgrediendo la 
norma constitucional del libre acceso a la administración de justicia al exigir 
el cumplimiento de formalidades físicas innecesarias que solo entorpecen 
e impiden el acceso a la administración de justicia.  



 
la OCDE, en el documento "Impact of COVID-19 on Access to Justice", 
recomendó diferentes medidas para viabilizar el acceso a la administración 
de justicia en tiempos de pandemia, entre estas la implementación de la 
tecnología en los procesos judiciales para su agilización. 
 
Se debe garantizar el derecho fundamental de acceso a la administración 
de justicia en condiciones de igualdad, al respecto, la Honorable Corte 
Constitucional en Sentencia C-426 de 2020, reiterada en la Sentencia T-
421 de 2018, indicó que este derecho implica "la posibilidad reconocida a 
todas las personas residentes en Colombia de poder acudir en condiciones 
de igualdad ante los jueces y tribunales de justicia, para propugnar por la 
integridad del orden jurídico y por la debida protección o el 
restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con estricta 
sujeción a los procedimientos previamente establecidos y con plena 
observancia de las garantías sustanciales y procedimentales previstas en 
las leyes". 
 
Esto es señor Juez imponer esta carga del arancel judicial a fin de expedir 
copias simples electrónicas, atenta contra la jurisprudencia de la corte 
constitucional en el sentido que limita el ejercicio del derecho de igualdad 
que ostenta el demandado de poder acudir ante los jueces y tribunales en 
protección de sus intereses legítimos, ya que el expediente se encuentra 
en poder del señor juez  limitada su observancia atentando el libre acceso 
a la administración de justicia. Cercenando el derecho de defensa.  
 
Este auto transgrede de igual forma el artículo segundo parágrafo primero 
del decreto 806- 2020 que a a reglón seguido reza:  
 
Parágrafo 1. Se adoptarán todas las medidas para garantizar el debido 
proceso, la publicidad y el derecho de contradicción en la aplicación de las 
tecnologías de la información y de las comunicaciones. Para el efecto, las 
autoridades judiciales procurarán la efectiva comunicación virtual con los 
usuarios de la administración de justicia y adoptarán las medidas 
pertinentes para que puedan conocer las decisiones y ejercer sus 
derechos.  
 
El imponer una carga adicional como es la del pago de arancel judicial 
para la expedición de copias no garantiza el debido proceso ni tampoco es 
una medida efectiva a fin de garantizar el derecho de contradicción más 
bien es una carga que entorpece el derecho al debido proceso limita el 
acceso a la administración de justicia. Ya que el demandado no ha podido 
ejercer la defensa de sus derechos toda vez que no cuenta con los medios 
económicos para sufragar esta carga judicial ilegal, que solo es una 
barrera al desarrollo del derecho de defensa que le asiste al demandado.  
 



De otro lado el despacho del juez hace una interpretación errónea del 
artículo 4 del decreto 806 del 2020 al manifestar “el Decreto 806 de 2020 
no establece la gratuidad para la digitalización de los expedientes”. 
 
Al tenor del artículo 4 del mencionado decreto tenemos  
 
“Artículo 4. Expedientes. Cuando no se tenga acceso al expediente físico 
en la sede judicial, tanto la autoridad judicial como los demás sujetos 
procesales colaborarán proporcionando por cualquier medio las piezas 
procesales que se encuentren en su poder….” (lo subrayado es del 
suscrito).  
 
Este término colaborarán proporcionando.. se debe entender que 
mientras no se tenga acceso al expediente físico es deber del funcionario 
judicial auxiliar, ayudar, asistir, socorrer, patrocinar sufragar las piezas 
procesales que tiene en su poder, este término en su verbo es gratuito es 
de auxilio de ayuda de socorro. Y actuar de otro modo es cercenar el 
derecho de defensa, el derecho  la libre acceso a la administración de 
justicia ya que el expediente físico esta es en poder del juez, atado, 
amarrado, esposado, atado, encadenado a merced del juez y no de las 
partes procesales.  
 
Así las cosas  ruego a  usted señor juez se sirva REPONER el auto de 
fecha nueve (09) de octubre de dos mil veinte (2020), publicado por 
estados No. 105 del día 13 de octubre de 2020 por medio del cual el 
despacho NIEGA LAS COPIAS SOLICITADAS, a folios 257, 260 y 263 del 

cuaderno principal, en garantía al derecho constitucional al libre acceso a 
la administración de justicia,  derecho de defensa, y de no ser suficientes 
estos argumentos solicito se sirva conceder el recurso de apelación en 
subsidio.  
 
SEGUNDA PETICION: sírvase señor juez ordenar correr traslado del 
avaluó comercial presentado, teniendo en cuenta que el avaluo catastral 
con el que se pretende rematar el inmueble no demuestra la realidad del 
valor del inmueble y de  realizarse el remate se lesionaría enormemente 
los intereses del demandado ya que la suma a rematarse es irrisoria, 
burlesca y ridícula, ocasionándose un enriquecimiento sin causa en el 
patrimonio del rematante y un empobrecimiento correlativo en el 
patrimonio del deudor al realizarse la almoneda en estos términos.  
 
 
Del señor juez 
 
 
 
_________________________________ 



EDGAR FELIPE JAIMES RODRIGUEZ 

C.C.Nro 91.492.737  de Bucaramanga  
T.P.Nro 195.381  del C.SJ  
 
 
 
 
 
 
 
 



RADICADO 2017-00510-00 

EJECUTIVO SINGULAR 

 

g. 

 

 

JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE FLORIDABLANCA 
Carrera 10 No. 4-48  Celular: 318-6469622 

 
 
 

TRASLADO RECURSO DE REPOSICIÓN  
 

 
 

Del escrito de reposición visible a folio 32 a 34 del cuaderno principal, presentado en término 

por la apoderada judicial de la parte demandante, se le corre traslado a la parte demandada 

por el término de tres (03) días, que empieza a correr a las 08:00 a. m. del día 15 de 

Diciembre de 2020 y vence a las 4:00 p.m. del día 18 de Diciembre de 2020, de conformidad 

con lo dispuesto en el artículo 319 del C.G.P., en armonía con el artículo 110 de la misma 

codificación. 

 
Se fija en lista de traslados, hoy catorce (14) de Diciembre de dos mil veinte (2020) 
 
 
 
 
 

 
 
 

 
 
 

 
  
 

 







RADICADO 2018-00839-00 

DECLARATIVO ESPECIAL – DIVISORIO  

 

g. 

 

 

JUZGADO PRIMERO CIVIL MUNICIPAL DE FLORIDABLANCA 
Carrera 10 No. 4-48  Celular: 318-6469622 

 
 
 

TRASLADO CONTESTACIÓN DEMANDA  
 

 
 

Del escrito de contestación a la demanda visible a folio 46 a 86 del cuaderno principal, 

presentado en término por la apoderada judicial del demandado OVIDIO MARTINEZ 

VELANDIA, se le corre traslado a la parte demandante por el término de cinco (05) días, que 

empieza a correr a las 08:00 a. m. del día 15 de Diciembre de 2020 y vence a las 4:00 p.m. 

del día 13 de Enero de 2021, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 370 del C.G.P., en 

armonía con el artículo 110 de la misma codificación. 

 
Se fija en lista de traslados, hoy catorce (14) de Diciembre de dos mil veinte (2020) 
 
 
 
 
 

 
 
 

 
 
 

 
  
 

 


























































































